En la Ciudad de Mar del Plata, a los 22 días del mes de julio del año dos mil ocho, reunida la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en dicha ciudad, en Acuerdo Ordinario, para pronunciar sentencia en la causa A-396-MP0 “VUOTTO SERGIO ANTONIO s. ACCION DE AMPARO”, con arreglo al sorteo de ley cuyo orden de votación resulta: señores Jueces doctores Sardo y Riccitelli, y considerando los siguientes:

ANTECEDENTES


I. El Tribunal en lo Criminal Nº 2 del Departamento Judicial de Mar del Plata dictó sentencia haciendo lugar a la acción de amparo interpuesta y, en consecuencia, declaró la inconstitucionalidad de los arts. 24 del Decreto N° 40/2007 y 7 del Decreto Reglamentario Nº 136/07, ordenando comunicar a la Municipalidad de General Pueyrredon, División Licencias de Conducir, que habiéndose declarado la inconstitucionalidad de las normas antes citadas, ellas no debían ser tenidas en cuenta al momento del otorgamiento o no de la licencia de conducir, clase D -profesional- al accionante, Sr. Sergio Antonio Vuotto.



Impuso las costas a la vencida y reguló los honorarios de los profesionales intervinientes.


II. Dicho pronunciamiento es apelado por la parte demandada a fs. 81/86, remedio concedido en ambos efectos a fs. 87.

III. La actuaciones fueron remitidas a la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiendo en la Plata (fs. 87 vta.), y luego recibidas en esta alzada en virtud de lo dispuesto por la Resolución N° 24/2008 de la S.C.B.A. (fs. 88). 

Puestos los autos al Acuerdo para Sentencia, corresponde plantear la siguiente

CUESTION


¿Es fundado el recurso?


A la cuestión planteada, la señora Juez doctora Sardo dijo:


I. El a quo hizo lugar a la acción de amparo interpuesta y de tal forma declaró la inconstitucionalidad de los arts. 24 del Decreto N° 40/2007 y 7 del Decreto Reglamentario N° 136/2007 –ambos emanados del Poder Ejecutivo Provincial-, ordenando a la Municipalidad de General Pueyrredon, División Licencias de Conducir, que no tuviera en cuenta las mentadas normas al momento del otorgamiento o no de la licencia de conducir, clase D -profesional- al Sr. Vuotto. Impuso las costas a la vencida y reguló los honorarios de los profesionales intervinientes (fs. 72/76).


De los fundamentos de la sentencia apelada surge que el Tribunal planteó –como primera cuestión- la admisibilidad de la acción de amparo interpuesta.


Así, luego de reseñar los antecedentes del caso, sostuvo que con relación a la cuestión de competencia correspondía señalar que si bien los actos que motivan la presente acción revisten naturaleza administrativa en atención a la calidad del órgano del que han emanado, es el amparo la vía idónea para la tutela de los derechos que se alegan conculcados. Citó jurisprudencia de la S.C.B.A. y adunó que el amparo no constituye un sucedáneo versátil de la acción contencioso administrativa, sino el remedio singular para las extremas situaciones en las que, por carencia de otras vías legales, se halla en peligro la salvaguarda de derechos fundamentales.


Por ello, respondió afirmativamente al interrogante formulado en relación a la admisibilidad de la acción.


Como segunda cuestión planteó la procedencia de la pretensión del amparista.


Explicó aquí que, en lo relativo a la admisibilidad de la acción, el Superior Tribunal provincial ha resuelto que los arts. 20 inc 2º de la Constitución de la Provincia y 4 de la ley 7166 consagran una regla amplia de competencia en el sentido de que cualquier juez de “primera instancia” tiene atribuciones para conocer y decidir en el ámbito de la acción de amparo sin que quepa efectuar distinción alguna en razón de la materia, y que esta regla ha adquirido plena operatividad desde que se extinguió la competencia originaria y transitoria de la Suprema Corte en materia contencioso administrativa, lo que ocurrió el día que comenzó a funcionar el fuero contencioso administrativo, esto es, el 15-XII-2003.


Por ello entendió que la acción entablada resultaba procedente para impugnar la conducta y/u omisión que se imputa a la demandada.


A continuación explicó que el Decreto Nº 40/07 dictado por el Poder Ejecutivo provincial declara la emergencia de la circulación vial en rutas, caminos, autopistas y semiautopistas provinciales o nacionales en el territorio de la Provincia de Buenos Aires, aprobando el nuevo Código de Tránsito provincial hasta tanto la Legislatura local sancione el proyecto de ley que le fuera remitido, derogando expresamente la ley 11.430 y sus modificaciones y toda otra norma que se oponga a aquél.


Advirtió que resulta conflictiva la aplicación de dicha normativa, en tanto y en cuanto fue el propio Poder Ejecutivo el que reglamentó y determinó las conductas prohibidas y las penas administrativas imponibles, como así también derogó la ley 11.430 y sus modificatorias, contrariando –de tal modo- lo dispuesto por el art. 103 de la Constitución provincial que atribuye al Poder Legislativo el deber de dictar todas aquellas leyes necesarias para el mejor desempeño de las anteriores atribuciones conferidas por la misma Carta y para todo asunto de interés público y general de la Provincia cuya naturaleza y objeto no corresponda privativamente a los poderes nacionales.


Consideró, entonces, que el principio de legalidad no se satisface con la simple reglamentación de la conducta prohibida o exigida, máxime en el derecho administrativo sancionador o punitivo, por lo que al enfrentarse a una norma de tal carácter se la debe evaluar –principalmente- desde un prisma constitucional en aras al respeto de los cánones que imponen los principios que contienen el “Ius puniendi” estatal.


Adentrándose en el estudio del presente, sostuvo que el art. 24 del actual Código de Tránsito de la Pcia. de Buenos Aires (Decreto Nº 40/07) dispone que para otorgar las licencias de clases C, D y E del artículo 22 de dicho cuerpo normativo, se requerirán al Registro Nacional de Reincidencia y Estadística Criminal y Carcelaria los antecedentes del solicitante, y que la reglamentación determinará cuáles antecedentes impedirían o restringirían el otorgamiento de las licencias. 


Agregó que, por su parte, el art. 7 del Decreto reglamentario Nº 136/2007 establece que debe denegarse la habilitación para el servicio de transporte cuando el solicitante tenga antecedentes penales relacionados con delitos contra la vida o integridad física de las personas ocurridos con motivo de la circulación de automotores, contra la libertad, contra la integridad sexual de las personas, o aquellos que a criterio de la autoridad concedente pudieran resultar peligrosos para la integridad física o moral de las personas.


Entendió el Tribunal que la única explicación razonable y ajustada a derecho al pedido de antecedentes, es evitar que se conceda autorización para conducir automotores de pasajeros a personas que se encuentren inhabilitadas judicialmente para ello, en virtud de haber sido condenados por la comisión de un delito vinculado con el tráfico vehicular, pues de lo contrario se estaría consagrando una accesoria de la sanción punitiva aplicada –reservada por el principio de legalidad exclusivamente al Código Penal- que no sólo resulta desproporcionada al superar el monto máximo de pena prevista por el ordenamiento legal, sino que conculca el derecho a trabajar reconocido por el texto constitucional y la posibilidad del penado de lograr la reinserción social, en contradicción con los Convenios Internacionales de Derechos Humanos.


A continuación, resaltó la igualdad ante la ley consagrada en el art. 11 de la Constitución provincial y señaló que, si bien existe una recomendación de un organismo provincial de no otorgar licencias, ello podría generar una responsabilidad funcional, toda vez que conforme lo dispuesto por el art. 57 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires “Toda ley decreto u orden contrarios a los artículos precedentes o que impongan al ejercicio de las libertades y derechos reconocidos en ellos, otras restricciones que las que los mismos artículos permiten, o priven a los ciudadanos de las garantías que aseguran, serán inconstitucionales y no podrán ser aplicados por los jueces…”.

Por todo lo expuesto, entendió que el art. 24 del Decreto Nº 40/07 y su reglamentación (art. 7 del Decreto N° 136/07) resultan inconstitucionales, por violar tanto la división de poderes como el procedimiento de creación de las leyes (art. 75 inc. 12 Const. nac.; arts. 103 inc. 13°, 104 y ccs. Const. pcial.), así como por su desproporcionalidad y su transgresión “a los arts. 14, 14 bis, 16, 18, 38 y 43 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires” (sic). 


II. La demandada recurrente se agravia de dicho pronunciamiento, en cuanto declara admisible la acción de amparo y –además- la inconstitucionalidad de los arts. 24 del Decreto N° 40/07 y 7 del Decreto reglamentario N° 136/07, sosteniendo que la decisión tomada por el Tribunal impide el ejercicio de policía que por ley compete al Municipio.


Cuestiona, en primer término, que el juzgador haya declarado admisible la presente acción soslayando los sólidos argumentos esgrimidos por su parte respecto de su improcedencia, fundada en pacífica doctrina y jurisprudencia de órganos superiores en circunstancias análogas al presente caso.


Sostiene que el amparo no debió ser admitido por carecer de los recaudos exigidos por la normativa vigente (arts. 43 de la Const. nacional; 20 ap. 2° de la Const. provincial; 1, 2, 5, 6 y ccs. de la ley 7166). 


Resalta que en el caso existen otras vías eficaces para presentar la pretensión de amparista, ya que no se configura una afectación manifiesta de sus derechos, tampoco un daño actual, grave o irreparable, y que el debate que propone el accionante y la actividad probatoria debe ser mayor, lo que resulta impropio en esta clase de proceso.


Además, entiende que tampoco resulta procedente la acción por no ser ilegítima la actuación municipal, ni inconstitucional la normativa en la que se apoya.


Aduna que, a los fines de obtener una licencia para conducir ambulancias se necesita una tramitación formal, como para cualquier otro trámite de igual carácter, por lo que nunca puede considerarse una "denegatoria verbal” como plantea el amparista, pues cualquier reclamo vinculado a la aplicación del art. 24 del Código de Tránsito y su Decreto reglamentario debió haberse canalizado en sede administrativa, sin necesidad de acudir a esta instancia judicial.


Pone de relieve que el actor pudo accionar contra el Estado Provincial ante la Justicia Contencioso Administrativa, dada la naturaleza eminentemente “pública” de la cuestión controvertida, relacionada justamente con la aplicación de normas de derecho público y con la propia política vial sostenida por la Provincia de Buenos Aires, es decir, una cuestión necesariamente vinculada a la actuación del Estado en el ejercicio de funciones administrativas y -por ende- de tratamiento exclusivo y excluyente en el nuevo fuero (conf. arts. 1, 2 inc. 1° y ccs. del C.P.C.A.).


Sostiene que en el presente caso el accionar del Municipio se ha limitado a exigir al amparista el cumplimiento de la normativa vigente en materia de otorgamiento de licencias de conducir profesionales, lo que no puede convertir en ilícita su conducta tal como aquí se pretende, pues la actuación de la Municipalidad se ha ajustado estrictamente al marco de las funciones que le tiene reservada la legislación provincial en materia de tránsito, limitada a la tramitación de las licencias de conducir -que finalmente otorga o deniega el Ministerio de Gobierno Provincial-.


Resalta que en su primera presentación, señaló que la única constancia documentada que incorporó el actor –en copia simple- muestra que su licencia no era para las categorías profesionales, por lo que debe considerarse aprendiz (art. 24 y cctes. del Dec. 40/07) para la nueva clase de permiso de conductor profesional que solicitó.


Considera que la legalidad de la conducta desplegada por el municipio resulta de su simple confrontación con la normativa indicada y por ello resulta ajustada a derecho y  no arbitraria.


A continuación, señala el criterio jurisprudencial seguido por la Excma. Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en la Plata en la causa N° 1850-M “Acacio, Gustavo Heber s. Acción de Amparo” (sent. del 20-XII-2007) –entre otras-, en la cual, por mayoría, se revocó un fallo idéntico al presente por entender que la estimación de la pretensión de la actora, exhibe una materia que suscita dudas y requiere un ámbito de controversia de mayor profundidad, aún en el plano de la tarea interpretativa.


Luego se agravia de la declaración de inconstitucionalidad de los art. 24 del Dec. 40/07 y 7 del Decreto reglamentario 136/07 para el caso concreto, transcribiendo el análisis efectuado al contestar el informe circunstanciado referido a la excepcionalidad de la vía del amparo y a la patencia de la arbitrariedad e ilegalidad que debe exhibir el acto que se denuncia como conculcatorio de derechos fundamentales.


Resalta que la Constitución es clara al disponer que los derechos individuales no son absolutos sino que se encuentran limitados por las leyes que reglamentan su ejercicio y que, por ello, el derecho constitucional a trabajar debe necesariamente ajustarse a la normativa específica vigente en el ámbito dentro del cual se pretende ejercer, más aún cuando es de aplicación uniforme para todos los solicitantes de licencias de las categorías C, D y E que deseen trabajar como choferes profesionales del transporte público en la Provincia de Buenos Aires.


Aclara que el amparista no tenía categoría profesional habilitada antes de este momento, siendo aprendiz en tales categorías, por lo que la legislación impide otorgarle la licencia por presentar antecedentes penales.


Sostiene que la exigencia prevista en el art. 24 del Decreto N° 40/07 y art. 7 de su Decreto reglamentario en modo alguno puede tildarse de manifiestamente repugnante a la cláusula constitucional que consagra el derecho al trabajo, ni mucho menos resulta de una incompatibilidad inconciliable con dicho texto, por lo que cabe concluir que corresponde reafirmar su vigencia y operatividad. 


Remarca especialmente que el amparista nunca inició trámite alguno ante el Municipio para obtener la licencia para conducir ambulancias, habiendo promovido la presente acción basándose únicamente en una supuesta “denegatoria verbal” –tal como surge del propio relato del actor-, lo cual –según expresa- no ha sido valorado por el a quo.


Por último, se agravia por la imposición de costas a su cargo, sosteniendo que ante el hipotético caso de que se confirme la sentencia, aquéllas no le sean impuestas a su parte, toda vez que el municipio no hace más que cumplir con la normativa vigente.


III. Adelanto que el recurso debe tener acogida.


En primer lugar, es dable observar ciertas imprecisiones conceptuales en el tratamiento de las cuestiones planteadas por el Tribunal de grado, en atención a los términos en que ellas han sido propuestas. Ello así toda vez que la competencia material hace a la verificación de la habilidad del órgano jurisdiccional para intervenir en la causa de que se trate –en el caso, dada por el art. 20 ap. 2º de la Constitución provincial y art. 4 de la ley 7166-; el examen de admisibilidad se vincula a la concurrencia de los requisitos formales necesarios para viabilizar la apertura de la excepcional acción intentada (conf. art. 20 ap. 2º Const. pcial.; arts. 1, 2, 5, 6 y ccs. de la ley 7166); y el análisis de su procedencia importa adentrarse al tratamiento de la pretensión -como cuestión de fondo articulada-, una vez superados los estándares anteriores.


Ahora bien, no cabe duda alguna que el a quo resulta competente para entender en la presente acción (arts. 20 ap. 2 de la Const. pcial., 4 de la ley 7166 y Ac. 1358/06 de la S.C.B.A.), conforme lo expresa el propio Tribunal al tratar la primera y la segunda cuestión de su pronunciamiento (apartados IV y I, respectivamente).


En cuanto a la admisibilidad de la acción y tal como surge del escrito liminar, es dable señalar que el presente amparo fue entablado por el actor contra la Municipalidad del Partido de General Pueyrredon, invocando la negativa de ésta a otorgarle la licencia de conducir profesional basándose en lo dispuesto por los arts. 24 del Dec. 40/2007 y art. 7 del Dec. Reglamentario 132/2007, cuya inconstitucionalidad peticiona.


Relató allí que luego de haber cumplido una condena penal que llevaba una pena accesoria de inhabilitación especial para conducir automotores, fue judicialmente rehabilitado y obtuvo nuevamente su Registro de conductor con fecha 26-IV-2006. 


Agregó que, posteriormente y en razón de haber recibido una oferta de trabajo para conducir un taxi, peticionó al Municipio la ampliación de su licencia ya que para tal actividad debía contar con licencia de conducir profesional Clase D, lo que –según expresa- le fue verbalmente denegado en virtud de sus antecedentes penales. Señala que al solicitar que se le extendiera por escrito la negativa, el agente municipal se negó a ello, lo que motivó la interposición de un reclamo que dio lugar al expediente administrativo Nº 10641-5-7, en el cual mediante Disposición Nº 341-07 suscripta por el Sr. Director de Transporte y Tránsito con fecha 18-VIII-2007, se rechazó la petición del actor. 


Adunó que en la actualidad tiene una nueva oportunidad laboral, esta vez para conducir una ambulancia, sin perjuicio de lo cual resalta que el personal de la Municipalidad le ha informado que tampoco pueden otorgarle la licencia para conducir ese tipo de vehículos.


Este sintético relato de los antecedentes expuestos por el actor me permite arribar a la conclusión de que –en lo que es motivo de estos autos- no ha habido una actuación u omisión por parte de la Municipalidad de General Pueyrredon que autorice a tener por configurado el presupuesto previsto para la admisibilidad del amparo, requerido tanto por el art. 43 de la Constitución nacional como por el art. 20 inc 2º de la Carta Magna Provincial y el art. 1 de la ley 7166.


Ello porque -como reconoce expresamente el accionante- el acto que supuestamente ha conculcado sus derechos constitucionales es una negativa verbal dada por el Municipio, ante un requerimiento verbal realizado por el actor, de los cuales no existe constancia alguna obrante en autos.


Si por medio de la acción se cuestiona la legitimidad de una decisión “verbal” y no se desprende de la documentación remitida por la accionada que en ese caso se haya dictado algún acto administrativo susceptible de ser impugnado, corresponde desestimar la demanda (arg. doct. S.C.B.A. causa B.56.958 “Lariguet”, res. del 1-X-96).


Adviértase que el amparista no ha acreditado la existencia de una petición concreta formalizada ante el Municipio que haya motivado una actuación u omisión por parte de la accionanda, susceptible –en cualquier caso- de ser calificable como manifiestamente arbitraria o ilegítima y conculcatoria de derechos constitucionalmente protegidos.


El accionante acudió directamente a esta instancia judicial alegando la negativa verbal de la demandada a otorgarle la licencia para conducir ambulancias, pero sin haber demostrado mínimamente la existencia de una expresa solicitud de su parte.


Debe descartarse, por tanto, la existencia de cualquier conducta arbitraria o ilegítima por parte de la accionada y, consecuentemente, la vía del amparo como idónea para canalizar su pretensión, pues no debe perderse de vista que la Constitución provincial, al establecer la garantía del amparo, dispone que ella podrá ser ejercida contra cualquier acto, hecho, decisión u omisión que lesione o amenace en forma actual o inminente, con arbitrariedad o ilegalidad manifiesta, el ejercicio de derechos constitucionales, siempre que no pudieren utilizarse, por la naturaleza del caso, los remedios ordinarios sin daño grave o irreparable (art. 20 apartado 2º de la Constitución provincial; doct. esta Cámara in re A-417-MP0 “Lavie López”, sent. del 8-V-2008).


Por lo tanto, va de suyo que la acción deviene inadmisible si –como en el caso- no se acredita la existencia de una conducta –activa u omisiva- desplegada por la Administración accionada, generadora de una lesión a un derecho constitucional (esta Cámara in re A-505-MP0 “Labayen”, sent. de 24-VI-2008).


Lo anterior no implica desconocer que en autos obran antecedentes que demuestran que -con antelación- el actor había iniciado el trámite administrativo que denuncia en su demanda, solicitando el otorgamiento de la licencia de conductor profesional a los fines de conducir un taxi (Expte. 10641-5-2007, agregado a fs. 19/46) y que tal petición le fue denegada mediante Disposición N° 341/07 obrante a fs. 42.

En atención a ello y si se entendiese que tal Disposición del Sr. Director de Transporte y Tránsito es el acto administrativo denegatorio que motivó la interposición de la presente acción de amparo, cabría concluir que también debería ser rechazada, pues ella se articuló extemporáneamente a la luz de lo normado por el art. 6 de la ley 7166.

Efectivamente, conforme surge de la documental obrante en autos, con fecha 18-VIII-2007 se dictó la referida Disposición Nº 341/07 mediante la cual se rechazó la presentación efectuada por el Sr. Vuotto (fs. 42).

Ese acto administrativo fue notificado al aquí amparista en fecha 30-VIII-2007 (fs. 44), es decir que, a partir de este momento contaba con un plazo de treinta días hábiles para interponer el amparo, conforme lo dispuesto por el art. 6 de la ley 7166.

Siendo así y habiéndose articulado las presentes actuaciones en fecha 6-II-2008 (ver cargo de Receptoría General de Expedientes de fs. 14), había transcurrido holgadamente a esa fecha el plazo fijado por la citada norma, por lo que, en el caso de que aquél hubiera sido el acto tachado de ilegítimo por apoyarse en la normativa denunciada como inconstitucional –lo que, desde ya descarto, por los argumentos antes expuestos- también debería desestimarse la acción de amparo aquí deducida.

Y en esta parcela, no debe perderse de vista que el plazo de caducidad que fija el art. 6 de la ley citada encuentra su fundamento en tres razones, que son el valor seguridad jurídica, el consentimiento tácito y la naturaleza excepcional de amparo (conf. doctr. S.C.B.A. Ac. 79728, sent. del 24-III-2004 –sin disidencia-; esta Cámara in re A-392-MP0 “Llull” sent. de 26-V-2008).

Por último, no puedo dejar de resaltar la falta de solidez en las argumentaciones vertidas por el Tribunal de grado a la hora de decidir esta acción, no sólo por no haber realizado un correcto análisis de los presupuestos de admisibilidad de la acción –confundiendo éstos con una cuestión de competencia conforme surge del Considerando IV de la Cuestión primera y Considerando I de la Cuestión segunda-, sino por la ausencia de un razonamiento hilado y lógico referido al caso concreto, supliendo ello con citas jurisprudenciales desconexas y sin explicar su identidad o vinculación con el presente caso. 

IV. Como consecuencia de lo expuesto, propongo al Acuerdo hacer lugar al recurso interpuesto, revocando el fallo apelado y desestimando la acción de amparo promovida, e imponiendo las costas de ambas instancias al vencido (art. 25 de la ley 7166; art. 68 y 274 del C.P.C.C.), adecuándose –además- los honorarios regulados por el Tribunal de grado y fijando los que corresponden al Dr. Francisco Esteban Cid, en su carácter de letrado patrocinante del accionante, en la suma de pesos un mil trescientos ($ 1.300,=) y los del Dr. Horacio Héctor Vidal, como apoderado de la accionada, en la suma de pesos un mil novecientos cincuenta ($ 1.950,=), ambas regulaciones conforme el valor del jus vigente a la fecha del pronunciamiento apelado (conf. Ac. S.C.B.A. nº 3357/07,  vigente al momento de la fijación de esos estipendios) (arts. 1, 10, 13, 16, 26 2da. parte, 49, 57 y cctes. del Dec. Ley 8904/77; art. 274 del C.P.C.C.).     

Por ello, voto por la afirmativa.


El señor Juez doctor Riccitelli por idénticos fundamentos a los brindados por la señora Juez doctora Sardo, vota la cuestión planteada por la afirmativa.

De conformidad a los votos precedentes, la Cámara de Apelación en lo Contencioso Administrativo con asiento en Mar del Plata, dicta la siguiente 





SENTENCIA


1. Hacer lugar al recurso de apelación interpuesto por la demandada y en consecuencia revocar la sentencia dictada por el Tribunal de grado a fs. 72/76, desestimando la acción de amparo promovida. Las costas de ambas instancias se imponen al vencido (arts. 25 de la ley 7166 y 274 y 68 del C.P.C.C.), fijándose los honorarios profesionales -por labores de primera instancia- del Dr. Francisco Esteban Cid, en su carácter de letrado patrocinante del accionante, en la suma de pesos un mil trescientos ($ 1.300,=) y los del Dr. Horacio Héctor Vidal, como apoderado de la accionada, en la suma de pesos un mil novecientos cincuenta ($ 1.950,=), ambas regulaciones conforme el valor del jus vigente a la fecha del pronunciamiento apelado (conf. Ac. S.C.B.A. nº 3357/07, vigente al momento de la fijación de esos estipendios) (arts. 1, 10, 13, 16, 26 2da. parte, 49, 57 y cctes. del Dec. Ley 8904/77; art. 274 del C.P.C.C.).


2. En cuanto a la regulación de honorarios por los trabajos de Alzada, estése a la que se efectúa en auto por separado.


Regístrese, notifíquese y devuélvanse las actuaciones al Tribunal de origen por Secretaría. Fdo: Elio Horacio Riccitelli – Adriana M. Sardo. María Gabriela Ruffa, Secretaria.

